PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la repartición correspondiente, informe respecto de la aplicación de la Ley Nº 4.390 (Sanidad Vegetal) y modificatorias, que regula el control y eliminación de las plagas agrícolas, así como del Decreto 3.763 referida al control particular de aves plagas (cotorras), los siguientes aspectos:

· Bajo qué marco o con qué potestad los Municipios y Comunas establecen, dentro de las sanciones previstas para los propietarios, arrendatarios, usufructuarios u ocupantes de predios rurales que no den cumplimiento a las disposiciones de la legislación en cuestión, el impedimento de la emisión de guías, que resulta esencial para el traslado de animales fuera de los límites de las propiedades o parcelas ocupadas.

· A través de qué mecanismo de selección y/o inscripción surgen las empresas encargadas de combatir las aves plagas (cotorras), a través del tratamiento de los nidos, que se incluyen en el reducido listado que consta en la página web oficial del Gobierno de la Provincia de Santa Fe, y cómo acceden a la información sobre la necesidad de sus servicios en las parcelas donde se labraron actas.

· Cuáles son las razones por las que los propietarios, arrendatarios, usufructuarios, ocupantes, o en su ausencia, los encargados de los predios rurales, no tienen conocimiento de las tareas de inspección efectuadas, hasta el momento en que se recepcionan las actas labradas por los técnicos de la Dirección de Sanidad Vegetal.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Durante los últimos seis o siete meses, nuestra provincia ha sufrido una coyuntura climática perjudicial, que ha afectado el normal desarrollo de las actividades agropecuarias en muchas áreas rurales. 

Se generaron retrasos en los cultivos, pérdidas de algunas cosechas, mortalidad de animales y numerosos problemas más, que ocasionaron quebrantos económicos u obligaron a movilizar hacienda hacia lugares en donde pudieran ser alimentados, ante la falta de pasto y agua. 

Al mismo tiempo, la sequía determinó que algunas especies consideradas como plagas agrícolas –tal es el caso de las cotorras o de algunas variedades de loros- no pudieran ser eliminadas por los propios productores, como estipula la legislación vigente. Las aves se ubican sobre los árboles, no en el suelo, y no es posible acceder a ellas sino a través de medios y equipos que sólo disponen algunas empresas dedicadas a estas tareas.

Ante esta situación, varios productores denuncian haber recibido intimaciones de los gobiernos municipales o comunales, para que en plazo perentorio efectúen la eliminación de las plagas, impidiendo la emisión de guías que permiten trasladar su hacienda, aún a riesgo de perjudicar a los animales, lo cual actúa como una sanción injustificable.

Denuncian, además, haber sido anoticiados en el momento de recepción de las actas labradas por los técnicos provinciales, de las inspecciones efectuadas,  sin haberse constatado la presencia de los mismos en sus campos.  

Como consecuencia de ello, estos productores se ven obligados a contratar, a costos muy altos, los servicios de una o dos empresas de la zona para efectuar las tareas, las que ofrecen por sí mismas su intervención, antes de haber sido realizada la demanda por parte de los afectados.

La legislación que regula el control de las plagas agrícolas, Ley Nº 4.390/53 (Sanidad Vegetal) y sus modificatorias (Leyes Nº 7.096/73 y Nº 7.944/73), establecen:

· la obligatoriedad de todo propietario, arrendatario, usufructuario u ocupante de ejecutar dentro de los inmuebles que poseen u ocupan las medidas que los reglamentos determinen para destruir o combatir las plagas, con los enseres y útiles de usos común que dispongan en sus establecimientos gratuitamente (Art. 7º, Ley 4.390), o en caso de no contar con dichos medios, el Gobierno provincial deberá facilitarlos a cuenta de los vecinos, a precio de costo de los plaguicidas y más un pequeño arancel para mantenimiento de los equipos (Art. 12º, Ley 4.390).

· las sanciones que corresponden ante incumplimiento de la legislación, que serán multas relacionadas con el tipo de infracción cometida (Art. 23º, Ley 4.390).

Por su parte, el Decreto Nº 3.763 dispone la obligatoriedad de efectuar el control de una particular especie de plaga, las cotorras, y específicamente en ciertos Departamentos de la Provincia (9 de Julio, Vera, General Obligado, San Cristóbal, San Justo, San Javier, Castellanos, Las Colonias, Garay, La Capital, San Jerónimo, San Martín e Iriondo). 

No queda claro, por lo tanto, las razones por las cuales se les impone a los titulares de los campos un tipo de sanción diferente, y menos, una que agrava la situación de los productores, en momentos que pueden considerarse de “desastre económico” por causas climáticas.

Tampoco, resulta transparente el proceso por el que se llega a la intimación y los modos de resolver, a través de empresas privadas, el combate del flagelo que afecta a muchos productores santafesinos y que debe ser resuelto en forma conjunta y coordinada.

Por lo expuesto, y por la urgencia del tema en algunas cuestiones como son la inmovilización de la hacienda, con las consecuencias lamentables que pueden producirse, solicitamos a nuestros pares, la aprobación del siguiente pedido de informe.    

